
Moción.

Nuestra institucionalidad, a través de diversos cuerpos legales, fue conformando los poderes verticales, expresados estos en tres niveles: Nacional, Regional y Comunal.

Cada uno de ellos fue provisto de un Poder Ejecutivo, Presidente, Intendente, Alcalde y de un Poder Normativo, Congreso Nacional, Concejo Regional y Concejo.

La doctrina en materia de administración en el Poder Ejecutivo Nacional, ha sido reconocida considerando algunos aspectos relevantes de ello: Potestades definidas, facultades administrativas amplias y período determinado de funciones sin reelección.

Este último elemento, la “no reelección”, ha permito, que la autoridad ejecutiva, desarrolle en la plenitud de sus formas su gestión, evitando las proyecciones de su cargo, hecho éste, no recomendable en nuestra cultura.

El criterio institucional utilizado en el Poder Ejecutivo Nacional, adquiere, en la práctica, igual procedimiento en el Ejecutivo Regional, el cual, auque no es elegido, lo es nominado, podría extenderse su mandato por quien llega a gobernar, sin embargo, no existen experiencias en esta materia. El cargo de Intendente, al igual que el Presidente, siempre es reemplazado por otra persona.

En lo referido al nivel comunal, la situación se presenta en forma distinta. De partida, no sigue la doctrina de los otros niveles ya señalados. Hoy el Ejecutivo comunal, puede reelegirse sucesivamente. Si bien es cierto, este hecho respondería a un acto ciudadano, ya señalamos que tal hecho no responde a la doctrina 

política y de buena administración y en definitiva terminan afectando la buena gestión municipal, la transparencia y control en la administración de los recursos que finalmente se traduce en un costo para los habitantes de las respectivas comunas. 

Aún mas, otros ejemplos de administración en que el recurso económico, es trascendente, también tiene plazos definidos y, aunque pudieran ser nuevamente nominados, esto en el hecho y en la historia administrativa nacional, no se da. Ejemplo, el Presidente y Directorio del Banco Central, y en general otros cargos de la confianza de quien los nomina, el cual, ya lo decíamos, no es reelecto.

La administración de recurso público es lejos, lo más trascendente, por ello, siempre es prudente que quien ostente dicha potestad, sea parte de este criterio político, ya sustentado por otros cargos, y en consecuencia tenga  periodos definidos en el ejercicio de sus funciones.

Actualmente, y se observa que en el futuro se acrecentará, el Alcalde, ejecutivo comunal, administra un porcentaje creciente de recursos públicos y no se establece un término definitivo de sus funciones. Al respecto, sin querer hacer extensivo a todos los jefes comunales una situación señalada en reiteradas ocasiones por la Contraloría, en el sentido de que el mayor número de actos reñidos con la legalidad en materia de transparencia y probidad en la administración de los recursos públicos,  se encuentra precisamente en el ámbito municipal.

 En efecto, el Contralor actual y los anteriores, lo han señalado en reiteradas ocasiones y ello, debe ser motivo de preocupación nuestra. De hecho y conforme a las estadísticas en el período 2000-2004 se ha registrado la mas alta tasa de remoción de Alcaldes y Concejales. Se hace evidente entonces que la tentación de actos diversos que le permitan permanecer en el cargo, debe ser modificado.

Por lo anterior, es que presentamos a consideración del Senado, un proyecto de Ley que establezca un máximo de dos períodos para el ejecutivo municipal, tiempo prudente para llevar adelante el los plan de desarrollo comunal cuya responsabilidad ejecutiva, efectivamente a él le corresponde.

 Por lo anterior, entregamos a consideración el siguiente,

Proyecto de ley

Modifícase la ley Nº 18.695, Orgánica Constitucional de municipalidades, en el siguiente sentido:

Artículo único: Agrégase, al inciso segundo del  artículo 57, la siguiente frase final: “ por una sola vez”, precedida de una coma (,)


